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Continuación de la exposición de motivos del Acuerdo “Por medio del cual se modifican excepcionalmente las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C., y se dictan otras disposiciones”


1. OBJETO DEL PROYECTO DE ACUERDO

De conformidad con el artículo 6º del Decreto Nacional 4002 de 2004 “Por el cual se reglamentan los artículos 15 y 28 de la Ley 388 de 1997”, el presente proyecto de Acuerdo pretende modificar las normas urbanísticas de carácter estructural y general del Plan de Ordenamiento Territorial -compilado por el Decreto Distrital 190 de 2004-, con el fin de asegurar la consecución de los objetivos y la estrategia territorial de largo y mediano plazo definidas en los componentes general y urbano del citado plan. 

La modificación excepcional de que trata el presente proyecto, puede emprenderse según la norma referida en cualquier momento, a iniciativa del Alcalde municipal o distrital, siempre y cuando se demuestren y soporten técnicamente los motivos que dan lugar a su modificación. 

Bajo el contexto anterior, la Administración Distrital procura la modificación excepcional de las normas urbanísticas estructurales y generales del Plan de Ordenamiento Territorial, a partir de los análisis técnicos efectuados sobre cinco motivaciones centrales relacionadas con el ordenamiento del territorio en el Distrito Capital, las cuales se identifican a continuación:

a. Cambios en las proyecciones y composición poblacional de la ciudad; 

b. Necesidad de ejecutar proyectos de impacto en la movilidad de la ciudad; 

c. Integración de la gestión del riesgo y la adaptación al cambio climático al ordenamiento territorial;

d. Armonización del ordenamiento del suelo rural con la legislación nacional;

e. Simplificación de normas relacionadas con los usos de suelo, claridad en la aplicación de los tratamientos urbanísticos, reconfiguración de la edificabilidad en función de la capacidad de soporte urbano de cada zona de la ciudad.
2. COMPETENCIA DEL CONCEJO DE BOGOTÁ D.C. PARA APROBAR EL PROYECTO DE ACUERDO

En virtud de lo dispuesto por la Constitución Política, las Leyes 388 de 1997, 810 de 2003 y los Decretos Nacionales 879 de 1998 y 4002 de 2004, el Concejo de Bogotá D.C., es la Corporación competente para adoptar la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial en primera instancia. A continuación se relacionan las normas que le otorgan dicha competencia a los concejos municipales y distritales sobre el particular:

Constitución Política

“Artículo 313. Corresponde a los concejos: 

(…)

7. Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda. 

Ley 388 de 1997 

“Artículo  25º.- Aprobación de los planes de ordenamiento. El proyecto de plan de ordenamiento territorial, como documento consolidado después de surtir la etapa de la participación democrática y de la concertación interinstitucional de que trata el artículo precedente, será presentado por el alcalde a consideración del concejo municipal o distrital, dentro de los treinta (30) días siguientes al recibo del concepto del Consejo Territorial de Planeación. En el evento de que el concejo estuviere en receso, el alcalde deberá convocarlo a sesiones extraordinarias. Toda modificación propuesta por el concejo deberá contar con la aceptación de la administración.” 
“Artículo  26º.- Adopción de los planes. Transcurridos sesenta (60) días desde la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial sin que el concejo municipal o distrital adopte decisión alguna, el alcalde podrá adoptarlo mediante decreto.”

Ley 810 de 2003

“Artículo 12. Los Concejos Municipales y Distritales podrán revisar y hacer ajustes a los Planes de Ordenamiento Territoriales ya adoptados por las entidades territoriales y por iniciativa del alcalde.   

Si el concejo no aprueba en noventa (90) días calendario la iniciativa, lo podrá hacer por decreto el alcalde.”

Decreto Nacional 879 de 1998 

“Artículo 29º.- Adopción del plan de Ordenamiento Territorial. De conformidad con el artículo 26 de la Ley 388 de 1997, transcurridos sesenta (60) días desde la presentación del proyecto del Plan de Ordenamiento Territorial sin que el Concejo Municipal o Distrital adopte el plan, el alcalde podrá adoptarlo mediante Decreto.”
Decreto Nacional 4002 de 2004

Artículo 8°. Adopción por decreto. Transcurridos noventa (90) días desde la presentación del proyecto de revisión del Plan de Ordenamiento Territorial o de alguno de sus contenidos al Concejo Municipal o Distrital sin que este la adopte, el Alcalde podrá adoptarla por decreto.

3. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL PROYECTO DE ACUERDO

3.1 Marco normativo de la modificación excepcional de normas urbanísticas de los Planes de Ordenamiento Territorial

El proyecto de Acuerdo se ajusta a lo dispuesto en las siguientes disposiciones normativas relacionadas con la modificación excepcional de las normas urbanísticas de los planes de ordenamiento territorial:

Ley 902 de 2004

“Artículo 1º.  El artículo 15 de la Ley 388 de 1997 quedará así:
Artículo 15. Normas urbanísticas. Las normas urbanísticas regulan el uso, la ocupación y el aprovechamiento del suelo y definen la naturaleza y las consecuencias de las actuaciones urbanísticas indispensables para la administración de estos procesos. Estas normas estarán jerarquizadas de acuerdo con los criterios de prevalencia aquí especificados y en su contenido quedarán establecidos los procedimientos para su revisión, ajuste o modificación, en congruencia con lo que a continuación se señala.

En todo caso los municipios que integran áreas metropolitanas deberán ajustarse en su determinación a los objetivos y criterios definidos por la Junta Metropolitana, en los asuntos de su competencia.

a. Normas urbanísticas estructurales

Son las que aseguran la consecución de los objetivos y estrategias adoptadas en el componente general del plan y en las políticas y estrategias de mediano plazo del componente urbano. Prevalecen sobre las demás normas, en el sentido de que las regulaciones de los demás niveles no pueden adoptarse ni modificarse contraviniendo lo que en ellas se establece, y su propia modificación solo puede emprenderse con motivo de la revisión general del plan o excepcionalmente a iniciativa del alcalde municipal o distrital, con base en motivos y estudios técnicos debidamente sustentados. Por consiguiente, las normas estructurales incluyen, entre otras:

1.1 Las que clasifican y delimitan los suelos, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo IV de esta ley.

1.2 Las que establecen áreas y definen actuaciones y tratamientos urbanísticos relacionadas con la conservación y el manejo de centros urbanos e históricos; las que reservan áreas para la construcción de redes primarias de infraestructura vial y de servicios públicos, las que reservan espacios libres para parques y zonas verdes de escala urbana y zonal y, en general, todas las que se refieran al espacio público vinculado al nivel de planificación de largo plazo.

1.3 Las que definan las características de las unidades de actuación o las que establecen criterios y procedimientos para su caracterización, delimitación e incorporación posterior, incluidas las que adoptan procedimientos e instrumentos de gestión para orientar, promover y regular las actuaciones urbanísticas vinculadas a su desarrollo.

1.4 Las que establecen directrices para la formulación y adopción de planes parciales.

1.5 Las que definan las áreas de protección y conservación de los recursos naturales y paisajísticos, las que delimitan zonas de riesgo y en general, todas las que conciernen al medio ambiente, las cuales en ningún caso, salvo en el de la revisión del plan, serán objeto de modificación. (Subrayas y negrilla fuera del texto original)

2. Normas urbanísticas generales

Son aquellas que permiten establecer usos e intensidad de usos del suelo, así como actuaciones, tratamientos y procedimientos de parcelación, urbanización, construcción e incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas dentro del perímetro urbano y suelo de expansión. Por consiguiente, otorgan derechos e imponen obligaciones urbanísticas a los propietarios de terrenos y a sus constructores, conjuntamente con la especificación de los instrumentos que se emplearán para que contribuyan eficazmente a los objetivos del desarrollo urbano y a sufragar los costos que implica tal definición de derechos y obligaciones.

En razón de la vigencia de mediano plazo del componente urbano del plan, en ellas también debe establecerse la oportunidad de su revisión y actualización e igualmente, los motivos generales que a iniciativa del alcalde permitirán su revisión parcial. En consecuencia, además de las regulaciones que por su propia naturaleza quedan contenidas en esta definición, hacen parte de las normas urbanísticas:

2.1 Las especificaciones de aislamientos, volumetrías y alturas para los procesos de edificación.

2.2 La determinación de las zonas de renovación, conjuntamente con la definición de prioridades, procedimientos y programas de intervención.

2.3 La adopción de programas, proyectos y macroproyectos urbanos no considerados en el componente general del plan.

2.4 Las características de la red vial secundaria, la localización y la correspondiente afectación de terrenos para equipamientos colectivos de interés público o social a escala zonal o local, lo mismo que la delimitación de espacios libres y zonas verdes de dicha escala.

2.5 Las especificaciones de las redes secundarias de abastecimiento de los servicios públicos domiciliarios.

2.6 Las especificaciones de las cesiones urbanísticas gratuitas, así como los parámetros y directrices para que sus propietarios compensen en dinero o en terrenos, si fuere del caso.

2.7 El señalamiento de las excepciones a estas normas para operaciones como macroproyectos o actuaciones urbanísticas en áreas con tratamientos de conservación, renovación o mejoramiento integral para las cuales se contemplen normas específicas a adoptar y concertar, en su oportunidad, con los propietarios y comunidades interesadas, estableciendo los parámetros, procedimientos y requisitos que deben cumplirse en tales casos excepcionales.

2.8 Las demás previstas en la presente ley o que se consideren convenientes por las autoridades distritales o municipales. (…)”.  (Subrayas y negrilla fuera del texto original)

Decreto Nacional 4002 de 2004 

“Artículo 6°. Modificación excepcional de normas urbanísticas. De conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Ley 388 de 1997, adicionado por el artículo 1° de la Ley 902 de 2004, la modificación excepcional de alguna o algunas de las normas urbanísticas de carácter estructural o general del Plan de Ordenamiento Territorial, que tengan por objeto asegurar la consecución de los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo definidas en los componentes General y Urbano del Plan de Ordenamiento Territorial, podrá emprenderse en cualquier momento, a iniciativa del Alcalde municipal o distrital, siempre y cuando se demuestren y soporten técnicamente los motivos que dan lugar a su modificación.

La modificación excepcional de estas normas se sujetará en todo a las previsiones vigentes en el Plan de Ordenamiento Territorial, de acuerdo con la jerarquía de prevalencia de los componentes, contenidos y demás normas urbanísticas que lo integran.”

3.2 Sustento técnico y jurídico del proyecto de Acuerdo que modifica excepcionalmente las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C.

La revisión y modificación de los planes de ordenamiento territorial, se prevé como una necesidad  propia de la condición dinámica de  las ciudades, que con el transcurrir del tiempo cambian  y  se van adaptando a las transformaciones  de la sociedad que las habita. El plan de ordenamiento territorial vigente para  Bogotá, adoptado mediante el Decreto 619 de 2000,  revisado por el Decreto 469 de 2003, y compilado por el Decreto Distrital 190 de 2004, no puede ser la excepción, pues tiene la obligación de prever con anticipación la manera de ordenar el territorio en función de una  visión de largo plazo.

De acuerdo con lo anterior, es necesario hacer referencia a las disposiciones legales que articulan la vigencia de los planes de ordenamiento territorial y de sus contenidos; así mismo, a los parámetros que las entidades territoriales deben seguir para la revisión del Plan, o bien, para la modificación excepcional de las normas urbanísticas que lo conforman. 

En consecuencia, para efectos de comprender el alcance de la revisión general del Plan de Ordenamiento Territorial o de sus contenidos, y esclarecer que la actuación promovida por la administración distrital en esta ocasión propende por la modificación de algunas normas urbanísticas para dar efectivo cumplimiento a los objetivos y estrategias de largo y mediano plazo formuladas en el Plan, es imprescindible acudir a las disposiciones normativas que establecen la distinción entre la revisión y la modificación excepcional de los Planes de Ordenamiento Territorial.

Así, para el caso de la revisión de los planes de ordenamiento territorial, el artículo 28 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 2° de la Ley 902 de 2004, y el artículo 5° del Decreto Nacional 4002 de 2004, establecen respectivamente lo siguiente:

Ley 902 de 2004

Artículo 2o. El artículo 28 de la Ley 388 de 1997 quedará así:

Artículo 28. Vigencia y revisión del plan de ordenamiento. Los planes de ordenamiento territorial deberán definir la vigencia de sus diferentes contenidos y las condiciones que ameritan su revisión en concordancia con los siguientes parámetros:

1. El contenido estructural del plan tendrá una vigencia de largo plazo, que para este efecto se entenderá como mínimo el correspondiente a tres (3) períodos constitucionales de las administraciones municipales y distritales, teniendo cuidado en todo caso de que el momento previsto para su revisión coincida con el inicio de un nuevo período para estas administraciones.

2. Como contenido urbano de mediano plazo se entenderá una vigencia mínima correspondiente al término de dos (2) períodos constitucionales de las administraciones municipales y distritales, siendo entendido en todo caso que puede ser mayor si ello se requiere para que coincida con el inicio de un nuevo período de la administración.

3. Los contenidos urbanos de corto plazo y los programa s de ejecución regirán como mínimo durante un (1) período constitucional de la administración municipal y distrital, habida cuenta de las excepciones que resulten lógicas en razón de la propia naturaleza de las actuaciones contempladas o de sus propios efectos.(…)”

Decreto Nacional 4002 de 2004
Artículo 5°. Revisión de los planes de ordenamiento territorial. Los Concejos municipales o distritales, por iniciativa del alcalde y en el comienzo del período constitucional de este, podrán revisar y ajustar los contenidos de largo, mediano o corto plazo de los Planes de Ordenamiento Territorial, siempre y cuando haya vencido el término de vigencia de cada uno de ellos, según lo establecido en dichos planes.

Tales revisiones se harán por los motivos y condiciones contemplados en los mismos Planes de Ordenamiento Territorial para su revisión, según los criterios que establece el artículo 28 anteriormente citado.
Parágrafo. Por razones de excepcional interés público, o de fuerza mayor o caso fortuito, el alcalde municipal o distrital podrá iniciar en cualquier momento el proceso de revisión del Plan o de alguno de sus contenidos. Serán circunstancias de excepcional interés público, o de fuerza mayor o caso fortuito, que justifiquen la revisión del Plan de Ordenamiento las siguientes:

a) La declaratoria de desastre o calamidad pública de que tratan los artículos 18 y 48 del Decreto Ley 919 de 1989, por la ocurrencia súbita de desastres de origen natural o antrópico;

b) Los resultados de estudios técnicos detallados sobre amenazas, riesgos y vulnerabilidad que justifiquen la recalificación de áreas de riesgo no mitigable y otras condiciones de restricción diferentes de las originalmente adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial vigente.

Por otra parte, al tratarse de la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial, es necesario acudir como se expresó anteriormente, a los artículos 15 de la Ley 388 de 1997 y 6 del Decreto Nacional 4002 de 2004.

En efecto, el artículo 15 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 1° de la Ley 902 de 2004, y reglamentado por el Decreto Nacional 4002 de 2004, establece en su artículo 6°, que la modificación excepcional de alguna o algunas de las normas urbanísticas de carácter estructural o general del Plan de Ordenamiento Territorial, que tengan por objeto asegurar la consecución de los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo definidas en los componentes general y urbano del Plan de Ordenamiento Territorial, podrá emprenderse en cualquier momento, a iniciativa del alcalde municipal o distrital, siempre y cuando se demuestren y soporten técnicamente los motivos que dan lugar a su modificación. 

Una vez realizada la precisión entre los conceptos de revisión del Plan de Ordenamiento Territorial y la modificación excepcional de las normas urbanísticas que lo conforman, es necesario referirse a algunas disposiciones del Decreto Distrital 469 de 2003 (revisión del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá) que dan cumplimiento a los parámetros y vigencias que contempla el artículo 28 de la Ley 388 de 1997 y el artículo 5 del Decreto Nacional 4002 de 2004 para los casos en que se pretenda revisar el Plan de Ordenamiento Territorial o alguno de sus contenidos.

En este sentido, el artículo 118 del Decreto 469 de 2003, compilado por el artículo 150 del Decreto Distrital 190 de 2004, establece lo siguiente: 

“Los objetivos, políticas y estrategias de largo plazo y los contenidos estructurales del Plan de Ordenamiento Territorial, tendrán una vigencia igual a la del tiempo que falta para terminar la actual administración del Distrito Capital y cuatro períodos constitucionales de gobierno de las próximas administraciones.”

De igual manera, los artículos 119 y 120 del Decreto 469 de 2003, compilados por los artículos 151 y 152 del Decreto Distrital 190 de 2004, establecen lo siguiente con respecto a la vigencia del contenido urbano y rural del Plan de Ordenamiento Territorial: 

“El contenido urbano de mediano plazo del presente Plan de Ordenamiento, tendrá una vigencia igual a la del tiempo que falta para terminar la actual administración del Distrito Capital y tres (3) períodos constitucionales de gobierno de las próximas administraciones” 

“Los contenidos urbanos de corto plazo, tendrán una vigencia igual a la que falta para terminar la actual administración del Distrito Capital y dos (2) períodos constitucionales de gobierno de las próximas administraciones”.

“El contenido rural de mediano plazo del presente Plan de Ordenamiento, tendrá una vigencia igual a la del tiempo que falta para terminar la actual administración del Distrito Capital y tres (3) períodos constitucionales de gobierno de las próximas administraciones”. 
Lo anterior evidencia que en virtud de los términos de vigencia mínimos que establece la Ley 388 de 1997 para los contenidos del Plan de Ordenamiento Territorial, el Distrito Capital con la expedición y revisión del POT en el año 2003, obedeció a dichos parámetros. 

A su vez, en la actualidad, y al amparo de las disposiciones legales citadas con anterioridad, se pretende someter a consideración del Concejo Distrital la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan con el soporte técnico que se requiere para el efecto
.

En todo caso, es necesario precisar que la modificación excepcional que se pretende adelantar, tiene como fin ajustar algunas normas urbanísticas de carácter estructural y general, pero los objetivos de largo plazo y la estrategia del Plan de Ordenamiento Territorial se mantienen, y las modificaciones introducidas en el resto del texto y en la estructura global del documento responden a la necesidad de darle coherencia a las  decisiones  que  constituyen las motivaciones centrales de la modificación.

En coherencia con lo anterior, las razones que motivan la presente modificación son las expuestas en la primera parte del presente documento y se describen a continuación:

a. Cambios en las proyecciones y composición poblacional de la ciudad
Los resultados del Censo General 2005 mostraron un comportamiento diferente en los parámetros demográficos estimados por la EAAB con base en el Censo de Población de 1993 y los estimados por el DANE con la nueva información; la tasa de crecimiento promedio anual que para el período 2000-2005 había sido estimada por la EAAB en 2,32% descendió según la proyección del DANE a 1,68%; este descenso está representado en disminuciones en la tasa de natalidad que pasó de 20,43 a 18,3 por mil habitantes, la tasa de mortalidad que descendió de 5,45 a 4,42 por mil habitantes y por una fuerte caída en las estimaciones de la tasa neta de migración que pasó de 8,23 a 2,47. 

De esta forma, la estimación de población de 7.282.781 habitantes que estimó la EAAB para el año del Censo General 2005, estaba sobreestimada en 442.665 habitantes ya que los resultados finales del ejercicio censal reportaron 6.840.116 habitantes para el Distrito Capital; así mismo el incremento de población que con base en las proyecciones de la EAAB se hicieron en el POT de 2000 entre los años 1999 y 2010 de 1.763.830 personas, fue realmente de 1.185.851 según el nuevo escenario, sobreestimado en 577.979 nuevos pobladores, que pueden corresponder a la cantidad de población de una ciudad intermedia, lo cual ayuda a dimensionar el impacto que puede significar esta decisión para el ordenamiento territorial. 

Esa misma tendencia a un mayor descenso de las tasas de natalidad, mortalidad y migración, presentan un panorama diferente para todos los años de la serie analizada, llegando en el 2020, año final de las proyecciones, a una sobreestimación en la estimación de la EAAB de 1.263.146 personas respecto a la proyección del DANE.

El proceso de transición demográfica de la ciudad se ha acelerado. En 2012 la población de Bogotá es de 7.571.345 personas distribuidas en 3.653.868 (48,3%) hombres y 3.917.477 mujeres (51,7%). El índice de masculinidad en Bogotá es de 93,3 hombres por cada 100 mujeres, el cual ha venido progresando paulatinamente desde 2005 (92,4) y se espera que para el 2020 se encuentre cercano a 94,2, lo cual indica que habrá un aumento de la población de hombres frente al de mujeres. 

La tasa de crecimiento promedio anual de la población bogotana entre 2005 y 2012 fue de 1,45% al pasar de 6.840.116 a 7.571.345 habitantes en estos 7 años; se espera entre 2012 y 2020 una tasa de crecimiento poblacional de 1,27% para alcanzar el valor estimado de 8.380.801 personas esperado para dicho año. A pesar de que la población de Bogotá sigue creciendo, lo hace a un ritmo cada vez menor según se puede observar en la tasa de crecimiento. 

Al analizar la evolución de la población bogotana, se encuentra que a través del tiempo esta tiende a reducir su ritmo de crecimiento, lo cual implica transformaciones en los diferentes grupos de edad. Estos cambios son más significativos en la población que se encuentra en los extremos, tal como los niños/as y los adultos mayores. Por tal motivo, la pirámide de población bogotana es cada vez más regresiva, esto es, la base donde se encuentran las edades menores es más estrecha que el centro donde se encuentran los jóvenes y los adultos y la cima, adultos mayores, relativamente más ancha. Lo anterior genera importantes cambios en la vida social y económica de la Capital, ya que a medida que estos cambian, también lo hacen sus necesidades y demandas particulares.

En términos generales y de acuerdo con lo previsto en la memoria técnica y en el documento técnico de soporte que justifica la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial, las nuevas consideraciones poblacionales y el enfoque de género en los análisis socio-espaciales hacen que las normas que conforman el POT procuren una consideración mucho más amplia sobre el sentido de “pobreza” y “derecho a la ciudad”, esto es: derecho a la vivienda que no admite enfoques unidimensionales, homogéneos, estáticos; derecho al espacio público focalizando los usos diferenciados que hombres y mujeres hacen de ellos; derecho a la movilidad y al acceso de bienes y servicios tomando en cuenta dónde se encuentra la población más vulnerable para que el desarrollo llegue en igualdad de oportunidades sin importar la condición de género, edad o localización.

b. Necesidad de ejecutar proyectos de impacto en la movilidad de la ciudad
La necesidad de modificar las normas urbanísticas que conforman el sistema de movilidad en el Plan de Ordenamiento territorial se justifica en la poca evolución que ha tenido la implementación del sistema de transporte público, como principal medio de transporte en la ciudad, así como en la lenta inversión en la construcción y actualización de la malla vial.

La estrategia de ordenamiento establecida en el Decreto Distrital 190 de 2004 se orienta a la consolidación de una ciudad desconcentrada en términos de funcionalidad y productividad, aspecto que requiere de normas que permitan efectivamente la consolidación de los sistemas que estructuran y fortalecen las dinámicas económicas, sociales y urbanas que configuran el territorio.

En consecuencia, con la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial, se propone una ciudad que integre la planeación del transporte con la planeación urbana, en una perspectiva de sostenibilidad ambiental, económica y social más humana, más digna, más accesible y menos segregada.

Así mismo, con la implementación y entrada en operación del Sistema Integrado de Transporte Público (SITP) y el fortalecimiento de modos masivos no contaminantes como el metro, metro ligero, cables, tren de cercanías, buses articulados y biarticulados, y la apuesta sostenible por el uso de la bicicleta y el modo peatonal, se pretende  estimular oportunidades de desarrollo que contribuyan con la densificación y la compactación urbana, alrededor de las nuevas infraestructuras de transporte (intercambiadores modales) y los corredores de transporte de alta y mediana capacidad, que se espera capitalizar a través de Operaciones Estratégicas y Proyectos Urbanos bajo Metodologías de Diseño Orientado al Transporte Sostenible (DOTS).

Con los nuevos desarrollos alrededor de estaciones, se promoverá una mayor mezcla de usos, la cercanía a proyectos urbanos diversos, vivienda y comercio de diferentes escalas, así como oferta de equipamientos y servicios urbanos, en las zonas cercanas a las estaciones y puntos de intercambio de diferentes modos de transporte dotados con espacios públicos de calidad.

Con estas iniciativas, se propone para los habitantes de  Bogotá y sus visitantes, mejor calidad de vida, mayor movilidad, conectividad y accesibilidad a la oferta para la satisfacción de las diferentes necesidades urbanas, reducción de la congestión y del tiempo empleado en conducción y en viajes cotidianos, dando así cumplimiento a los objetivos y estrategias de largo plazo planteadas en el Plan de Ordenamiento Territorial.

c. Integración de la gestión del riesgo y la adaptación al cambio climático al ordenamiento territorial como determinante ambiental del ordenamiento territorial
El cambio climático es el nombre con el que se designa el fenómeno de una significativa variación estadística del promedio del clima o de su variabilidad, cuando perdure por un periodo de tiempo prolongado, que puede abarcar varios decenios de años. Este fenómeno se puede generar por procesos naturales o por acciones humanas. Se evidencia principalmente en cambios en la frecuencia e intensidad de las lluvias en temporada invernal, o en la elevación de la temperatura ambiental promedio, lo cual se conoce como eventos climáticos extremos. Sus impactos afectan principalmente la vida silvestre en ecosistemas frágiles y las poblaciones humanas vulnerables que se asientan en humedales, riberas de los ríos y laderas de las montañas o a la infraestructura que se localiza en zonas de riesgo, lo cual puede afectar a su vez a determinado grupo poblacional que depende de ella.

La pasada temporada de lluvias, acrecentada por el fenómeno de la Niña durante el segundo semestre del año 2010 y el año 2011, se consolidó como la mayor tragedia a de temporada invernal que ha vivido el país en los últimos 50 años.

Entre 2010 y 2011, en Bogotá se presentaron lluvias 300% más fuertes de lo normal que causaron la evacuación de 711 predios y dejaron como saldo a miles de personas damnificadas. La mayor parte de esta afectación la vivieron los habitantes de las localidades de Kennedy y Bosa. 

El asentamiento de gran cantidad de población en áreas de riesgo hace la diferencia entre un desastre y un evento climático extremo. Por esta razón es necesario evitar que se construya vivienda en laderas de montañas, humedales, riberas, desembocaduras de ríos, etc. 

El desbordamiento del río Bogotá en el primer semestre del año 2011 generó una emergencia sanitaria por brote infeccioso de enfermedades respiratorias, gastrointestinales y de la piel, que afectó a 5.000 personas de la localidad de Fontibón. Las  localidades que más sufrieron los efectos del fenómeno de lluvias se localizan en zonas clasificadas como de amenaza alta y media por inundación. 

En consecuencia, y con el fin de prevenir situaciones que afecten la calidad de vida de los habitantes del Distrito Capital, con la presente modificación se pretende fortalecer la protección de la estructura ecológica principal e implementar  la gestión de riesgo y adaptación al cambio climático como determinantes ambientales del ordenamiento territorial.  

En virtud de lo anterior, las modificaciones a la estructura ecológica principal y la  introducción de la gestión del riesgo y adaptación al cambio climático en el Plan de Ordenamiento Territorial, se resumen a través de los siguientes puntos:

-Reclasificación de 730 hectáreas como suelo de protección.
-Incorporación de nuevas categorías en la estructura ecológica principal: Ej. Parques Especiales de Protección por Riesgo que permiten complementar la funcionalidad ambiental en la ciudad.

-Introducción de lineamientos que permiten solventar los conflictos generados por la superposición con las otras estructuras que componen la estrategia de ordenamiento.

- Revisión de las categorías de manejo y régimen de usos de las áreas protegidas, con el fin de planificar su uso y manejo en virtud de los objetivos de conservación, reducción del riesgo y al aumento de la capacidad de resiliencia de cada una de estas áreas. 

-Incorporación de los lineamientos en torno a las áreas de amenaza por remoción en masa en la zonificación del suelo rural según el Decreto Nacional 3600 de 2007, a partir de la información técnica de los POMCA de las cuencas hidrográficas. 

-Inclusión de decisiones para aumentar la capacidad hidráulica del sistema hídrico y de mantener e incorporar las zonas verdes en función de los eventos extremos. 

-Introducción de lineamientos para el manejo de las áreas de amenaza alta de inundación por desbordamiento en el borde occidental, incorporándolas en la Zona de Manejo y Preservación Ambiental del río Bogotá.

-Prohibición de nuevos desarrollos urbanísticos en zonas de amenaza media de inundación por desbordamiento. 

-Creación de dos nuevas áreas de aislamiento ambiental para el manejo del relleno sanitario Doña Juana, declarado como suelo de protección con el fin de amortiguar los impactos y posibles riesgos hacia centros poblados rurales.

- Incorporación de criterios para localización del manejo de los escombros en la ciudad, atendiendo a condiciones de riesgo, en especial en las zonas que han sido objeto de actividades extractivas. 

- Prohibición de nuevas actividades de minería en el Distrito, las cuales generan condiciones de riesgo a las poblaciones que se localizan en las zonas aledañas.

d. Armonización del ordenamiento del suelo rural con la legislación nacional
Las normas relacionadas con el ordenamiento rural presentan un sesgo notable por la ausencia de claridad en el análisis y entendimiento de los procesos de cambio que propician la integración de los espacios rurales propios en la urbe global. No obstante lo anterior, gran parte de los vacíos normativos relacionados con la materia, han sido superados en gran medida por la expedición de normas emitidas por la Nación y el Distrito, que requieren ser incorporadas en el Plan de Ordenamiento Territorial. Tal es el caso del Decreto Nacional 3600 de 2007 y de los Decretos Distritales 237 de 2007 y 42 de 2010. 

En consecuencia, se requiere modificar el componente rural del Plan en función del marco jurídico señalado, con el fin de propiciar la superación de conflictos de la tenencia de la tierra y los usos del suelo, y así fortalecer las estrategias y el cumplimiento de los objetivos formulados por el Plan de Ordenamiento Territorial. 

La reglamentación de las determinantes de ordenamiento del suelo rural, están consagradas en el Decreto Nacional 3600 de 2007, en desarrollo de lo previsto por las Leyes 99 de 1993 y 388 de 1997. En este sentido, con la modificación excepcional de las normas urbanísticas del componente rural del Plan de Ordenamiento Territorial, se incluyen entre otros aspectos los siguientes:

-Categorías de protección 

-Categorías de desarrollo restringido

-Áreas de conservación y protección ambiental. 

-Áreas para la producción agrícola y ganadera y de explotación de recursos naturales. 

-Áreas e inmuebles considerados como patrimonio cultural. 

-Áreas del sistema de servicios públicos domiciliarios. 

-Áreas de amenaza y riesgo.

-Los centros poblados rurales 

-La localización prevista para los equipamientos de salud, educación, bienestar social, cultural y deporte.

En concreto, con la modificación excepcional de normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial se consolida la estrategia espacial del suelo rural y su conservación, a partir de 6 grandes piezas: Norte de la ciudad (área rural de la localidad de Suba); Tunjuelo (área rural de Ciudad Bolívar y Usme); Río Blanco (Localidad de Sumapaz, que abarca la microcuenca del Río Blanco); Río Sumapaz (también en la Localidad de Sumapaz, y agrupa la cuenca del Río Sumapaz); pieza rural de los cerros orientales de la ciudad y Río Bogotá (las zonas de protección del rio) .

De la totalidad de ese territorio rural, el 60% corresponde a áreas declaradas como protegidas. Es decir sólo el 40% del territorio rural son áreas para la producción agropecuaria, las cuales deben implementar medidas de sostenibilidad para mantener las disposiciones de ordenamiento del suelo rural.

Se propone la protección de sectores rurales de la localidad de Usme para mantener las formas de vida campesinas; la optimización del relleno sanitario de forma consecuente con la política de Basura Cero; la incorporación de lineamientos para la protección de áreas de recarga de acuíferos y zonas de páramo, y para impedir nuevas ocupaciones sobre  los cerros orientales de la ciudad. Así mismo, se incorpora la Reserva Regional del Norte y se promueve la estructuración de normas urbanísticas que permiten la regularización e implantación de infraestructura, como equipamientos que prestan servicios básicos para la población rural.

e. Simplificación de normas relacionadas con los usos de suelo, claridad en la aplicación de los tratamientos urbanísticos, reconfiguración de la edificabilidad en función de la capacidad de soporte urbano de cada zona de la ciudad.

A partir del análisis efectuado sobre el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C., se constató que gran parte de la ciudad se construye sin dar cumplimiento a las normas urbanísticas contenidas en este instrumento. La cantidad de normas que existen en la actualidad y que reglamentan el Plan, han restado claridad y eficiencia en los trámites y actividades de la administración distrital; situación que en últimas refleja el incumplimiento de las estrategias de largo plazo y de las políticas formuladas en el Plan. 

De acuerdo con lo anterior, es necesario:

· Reorganizar las normas y los instrumentos de manera que formen un todo coherente, articulado y jerarquizado, evitando la enorme diversidad de instrumentos y profusión de normas que han hecho muy compleja la regulación, inciertos los procedimientos y, en ocasiones, discrecionales las exigencias del desarrollo urbano actual de la ciudad.

· Introducir mayor flexibilidad en las normas urbanísticas, con el fin de poder  adaptar de manera más eficiente la normativa a las condiciones cambiantes del desarrollo urbano contemporáneo y responder mejor a un modelo de actuación en el cual la iniciativa privada tiene una función importante. Esta flexibilidad debe ser un proceso progresivo, que permita adaptar paulatinamente el esquema actual, sin causar mayores traumatismos en la construcción de la ciudad.

· Introducir instrumentos o esquemas normativos con incentivos que permitan desencadenar acciones urbanísticas por parte de los privados que le den a la ciudad mejoras (espacio público, equipamientos, infraestructuras) a la vez que hacen una oferta de edificaciones adecuada a los objetivos del Plan de Ordenamiento Territorial.

En relación con el uso del suelo, se evidenció que las normas que reglamentan el Plan de Ordenamiento Territorial, en algunos casos  precisan y ajustan las determinaciones de tal forma que terminan contrariando sus propios preceptos. Un ejemplo de esto son las UPZ, que concretan las normas de usos o edificabilidad en polígonos de usos muy específicos, para sectores normativos que retoman la delimitación de un sector con condiciones similares, a las que asignan una gran gama de usos, principales, compatibles, condicionados y prohibidos, (en muchos casos en los principales se retoma el predominante) estableciendo, para cada uno excepcionalidades que dificultan la interpretación y aplicación.

A la vez, se comprobó que los usos del suelo están clasificados en una gama tan detallada de especificidades, que resulta difícil establecer si es posible la asignación de un uso a  determinado predio o sector. Esto obliga constantemente a los ciudadanos a solicitar por escrito concepto sobre usos, el cual puede variar dependiendo del funcionario que interprete la norma.

Por otra parte, en relación con los tratamientos urbanísticos contemplados en el Plan de Ordenamiento Territorial, se constató que no todos están reglamentados. Tal es el caso del tratamiento de renovación urbana, que cuando se requiere la adopción de un plan parcial,  se acude a interpretaciones que retoman criterios formulados y reglamentados para el tratamiento de desarrollo que parte de una lógica y connotación diferente.

Así mismo, en los ámbitos cobijados por los tratamientos de consolidación urbanística y mejoramiento integral, se evidencian déficits en infraestructura vial, servicios públicos domiciliarios, equipamientos y espacio público construido. Estas situaciones deben superarse a partir de normas urbanísticas que promuevan el cumplimiento de obligaciones urbanísticas para quienes deseen obtener beneficios o aprovechamientos. 

La concepción actual de los tratamientos urbanísticos en el Plan de Ordenamiento Territorial, ha promovido procesos de redensificación en ámbitos de la ciudad que poseen una localización estratégica, pero que por lo expuesto en el párrafo precedente han generado impactos negativos en los sistemas generales que conforman la estructura funcional y de servicios y en la estructura ecológica principal.

En el mismo orden de ideas, el problema que se ha presentado con la noción y desarrollo de la edificabilidad en la actualidad, es la falta de claridad en los criterios de asignación. Al revisar como se ha asignado la edificabilidad en las diferentes UPZ en la ciudad, se constató que no hay un criterio coherente con los objetivos de la estrategia de ordenamiento territorial del Plan de Ordenamiento Territorial, encontrando en ocasiones que los mayores potenciales de edificabilidad se localizan en las zonas que ya están densas, o que tienen muy pocos soportes urbanos.

En la propuesta de modificación excepcional de normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial, se integran en un solo cuerpo aproximadamente 370 actos administrativos que hoy reglamentan las actuaciones urbanísticas. Adicionalmente se eliminan más de 1.000 actos administrativos de normas anteriores, que hoy están vigentes con los actuales criterios del Plan. 

De conformidad con lo anterior, se propone la introducción de  normas urbanísticas sencillas que eliminan trámites y que facilitan la comprensión, aplicación y apropiación por parte de la ciudadanía,  los entes distritales y los organismos de control.

3.4 Procedimiento en la modificación excepcional de las normas urbanísticas de los Planes de Ordenamiento Territorial

El proyecto de Acuerdo de modificación de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá, se ajusta al procedimiento contemplado en los artículos 24 y 25 de la Ley 388 de 1997 tal como se señala a continuación:

Ley 388 de 1997

“Artículo 24º.- Instancias de concertación y consulta. El alcalde distrital o municipal, a través de las oficinas de planeación o de la dependencia que haga sus veces, será responsable de coordinar la formulación oportuna del proyecto del plan de Ordenamiento Territorial, y de someterlo a consideración del Consejo de Gobierno.
En todo caso, antes de la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial a consideración del concejo distrital o municipal, se surtirán los trámites de concertación interinstitucional y consulta ciudadana, de acuerdo con el siguiente procedimiento:
1. El proyecto de Plan se someterá a consideración de la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 99 de 1993 y en especial por su artículo 66, para lo cual dispondrá de treinta (30) días; sólo podrá ser objetado por razones técnicas y fundadas en los estudios previos. Esta decisión será, en todo caso, será apelable ante el Ministerio del Medio Ambiente. 

En los casos que la segunda instancia corresponde al Ministerio del Medio Ambiente, éste podrá asumir la competencia para considerar el Plan de Ordenamiento Territorial cuando transcurra treinta (30) días hábiles sin que la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental competente haya adoptado una decisión.

2. Durante el mismo término previsto en el numeral anterior se surtirá la instancia de concertación con la Junta Metropolitana para el caso de planes de ordenamiento de municipios que formen parte de áreas metropolitanas, instancia que vigilará su armonía con los planes y directrices metropolitanas, en asuntos de su competencia.

3. Una vez revisado el proyecto por las respectivas autoridades ambientales y metropolitanas, en los asuntos de su competencia, se someterá a consideración del Consejo Territorial de Planeación, instancia que deberá rendir concepto y formular recomendaciones dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes.

4. Durante el período de revisión del plan por la Corporación Autónoma Regional, o la autoridad ambiental correspondiente, la Junta Metropolitana y el Consejo Territorial de Planeación, la administración municipal o distrital solicitará opiniones a los gremios económicos y agremiaciones profesionales y realizará convocatorias públicas para la discusión del plan, incluyendo audiencias con las juntas administradoras locales, expondrá los documentos básicos del mismo en sitios accesibles a todos los interesados y recogerá las recomendaciones y observaciones formuladas por las distintas entidades gremiales, ecológicas, cívicas y comunitarias del municipio, debiendo proceder a su evaluación, de acuerdo con la factibilidad, conveniencia y concordancia con los objetivos del plan. Igualmente pondrán en marcha los mecanismos de participación comunal previstos en el artículo 22 de esta Ley.

Las administraciones municipales y distritales establecerán los mecanismos de publicidad y difusión del proyecto de plan de ordenamiento territorial que garanticen su conocimiento masivo, de acuerdo con las condiciones y recursos de cada entidad territorial.

Parágrafo.- La consulta democrática deberá garantizarse en todas las fases del plan de ordenamiento, incluyendo el diagnóstico, las bases para su formulación, el seguimiento y la evaluación.” 

“Artículo  25º.- Aprobación de los planes de ordenamiento. El proyecto de plan de ordenamiento territorial, como documento consolidado después de surtir la etapa de la participación democrática y de la concertación interinstitucional de que trata el artículo precedente, será presentado por el alcalde a consideración del concejo municipal o distrital, dentro de los treinta (30) días siguientes al recibo del concepto del Consejo Territorial de Planeación. En el evento de que el concejo estuviere en receso, el alcalde deberá convocarlo a sesiones extraordinarias. Toda modificación propuesta por el concejo deberá contar con la aceptación de la administración.”

3.5 Sustento fáctico del procedimiento de modificación excepcional de las normas urbanísticas del  Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C.
En cumplimiento de lo dispuesto en los artículos citados de la Ley 388 de 1997, el Alcalde Mayor a través de la Secretaría Distrital de Planeación, adelantó las siguientes actuaciones en el marco de la modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C:
a. El proyecto fue sometido a consideración de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca entre los años 2011 y 2012. Mediante Resolución-CAR- 124 de 2013, se declararon concertados los asuntos ambientales del proyecto, de confor​midad con lo establecido en sus considerandos y parte resolutiva, en coordinación con el contenido del acta de concertación suscrita por las partes el día 31 de octubre de 2012.
b. Una vez surtida la actuación anterior, el proyecto se sometió a consideración del Consejo Territorial de Planeación Distrital-CTPD- el 3 de noviembre de 2012. El organismo en mención rindió concepto y recomendaciones el 17 de diciembre del mismo año.
c. De acuerdo con las observaciones y recomendaciones emitidas por el Consejo Territorial de Planeación Distrital (CTPD), y los análisis internos de la Administración Distrital producto del proceso de participación ciudadana adelantado, la Administración Distrital implementó una nueva estrategia para acentuar y efectivizar la participación democrática en el marco del procedimiento de modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial.
d. La nueva estrategia de participación profundizó el acercamiento de la ciudadanía a la propuesta de modificación, e incluyó en el documento final observaciones de los grupos representativos de la ciudad y de diferentes gremios. 

e. Los ajustes incluidos por recomendación del Consejo Territorial de Planeación Distrital-CTPD- en el proyecto, fueron sometidos a consideración de dicho organismo el 26 de febrero de 2013.
f. El Consejo Territorial de Planeación Distrital-CTPD-, rindió concepto el 12 de abril de 2013.
g. El proyecto fue sometido a consideración del Consejo de Gobierno en sesión del mes de abril de 2013, en donde se aprobó su presentación ante el Concejo de la ciudad.

3.5.1 Sobre la concertación ambiental del proyecto de modificación excepcional de las normas urbanísticas del POT con la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca-CAR
De acuerdo con lo consignado en el artículo 24 de la Ley 388 de 1997, la administración distrital suscribió con la CAR un acta de concertación parcial el día 3 de noviembre de 2011. En dicho documento se expresaron los acuerdos y desacuerdos en torno a los asuntos ambientales discutidos.
Los puntos en los que en principio hubo desacuerdo entre las partes, fueron los siguientes:

-Clasificación y usos del suelo de la Zona Norte de Bogotá D.C

-Reclasificación del suelo en el sector denominado Mudela del río;

 -Aclaración sobre la localización del Desarrollo Arrayanes al exterior de la Reserva Thomas Van Der Hammen; 

-Reclasificación a suelo rural del asentamiento El Bosque km 11 en la localidad de Usme,

 -Área de reserva forestal protectora productora de la Cuenca Alta del Río Bogotá;
El 14 de febrero de 2012 mediante radicado CAR 20122103090, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca-CAR, informó al Alcalde Mayor que en virtud de la Ley 507 de 1999, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, había solicitado el envío de los documentos técnicos de soporte de las posiciones de las entidades comprometidas en el proceso de concertación, para poder decidir sobre los asuntos no concertados.

Por lo anterior, y en razón al cambio de gobierno distrital, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca-CAR, solicitó al Alcalde Mayor expresar su deseo de continuar o no con el proceso de concertación en los términos inicialmente propuestos, con el fin de decidir la pertinencia de enviar la documentación solicitada por el Ministerio.
En respuesta a la comunicación presentada por la CAR, la Secretaría Distrital de Planeación en el marco de las competencias asignadas por la norma, mediante oficio 2-2012-13134 del 23 de marzo, expresó algunas consideraciones sobre los temas planteados por la entidad ambiental, y manifestó estar en disposición para elaborar una nueva acta de concertación y replantear ciertos asuntos al Ministerio, al ser el competente para resolverlos.
A partir del pronunciamiento emitido por la Secretaría Distrital de Planeación, la administración distrital adelantó nuevas reuniones para concretar los temas no acordados y ajustar parte de las consideraciones expuestas en el acta de concertación parcial del 3 de noviembre de 2011.

Como efecto de las reuniones y de los acuerdos entre la administración distrital y la CAR,  se promovió una segunda fase de concertación en la cual se acordó entre las partes adicionar y concretar aspectos relacionados con las siguientes materias: 
-Gestión integral del riesgo; 

-Ajustes a la composición de la estructura ecológica principal; 

-Prohibición de nuevas actividades extractivas de recursos naturales no renovables;   

-Posibilidad de hacer ajustes a los trazados viales de las vías de integración regional a su paso   por el río Bogotá, ante condiciones de protección ambiental y de prevención de riesgo 
Los temas expuestos fueron acordados por las partes a través de acta suscrita el 28 de agosto de 2012.
De acuerdo con lo señalado y para efectos de tener absoluta claridad tanto para las partes intervinientes como para los interesados en el proceso, se evidenció la necesidad de suscribir un documento o acta final que reuniera en un solo cuerpo todas las decisiones tomadas por las partes, y así evitar inconsistencias en las determinaciones acordadas en las dos fases (años 2011 y 2012).
Así las cosas, el 31 de octubre de 2012 las partes mencionadas suscribieron el acta de concertación final de los asuntos ambientales de la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial, y se declaró concluido el proceso.
Posteriormente, mediante Resolución-CAR 124 de 2013, se declararon concertados los asuntos ambientales concernientes al proyecto de modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito Capital de Bogotá, la cual en su parte resolutiva expresa lo siguiente:
“Artículo 1°. Declarar concertados los asuntos ambientales del proyecto de modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito Capital de Bogotá, de confor​midad con lo establecido en los considerandos de la presente resolución y el contenido del acta de concertación suscrita por las partes el día 31 de octubre de 2012.

 

Parágrafo. Para todos los efectos se tendrá como Acta de Concertación, la denominada “Acta de Concertación Final” firmada el día 31 de octubre de 2012, la cual hace parte integral de la presente Resolución, así como los documentos remitidos a la CAR el 23 de octubre de 2012, y los documentos del proyecto de Acuerdo revisado y demás anexos y soportes entregados por el Distrito Capital a la Corporación, mediante oficios radicados con los números 2012114467 del 17 de agosto de 2012 y 2-2012-49703 de noviembre 19 de 2012.

 

Artículo 2°. El Distrito Capital tendrá en cuenta para el desarrollo de sus suelos de expansión urbana y rurales los asuntos ambientales establecidos en el Acta de Concertación Final, suscrita en el marco de la modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial.

 
Artículo 3°. El Distrito Capital deberá dar cumplimiento a los asuntos ambientales establecidos en la denominada Acta de Concertación Final, suscrita con la autoridad ambiental, así como los expuestos en la presente resolución, los cuales serán objeto de seguimiento y control por parte de las autoridades correspondientes, respecto de los asuntos objeto de concertación, entre otros, los relacionados con suelos de protección, franjas de aislamiento y protección de las rondas de ríos y quebradas y demás cuerpos de agua, la implementación del Proyecto de Adecuación Hidráulica del río Bogotá, así como la gestión integral del riesgo e implementación de acciones relacionadas con mitigación y adaptación al cambio climático, control y manejo para el saneamiento básico rural, el manejo integral del relleno sanitario Doña Juana, la protección de infraestructura de servicios públicos, la generación de espacio público efectivo y la provisión de agua para la zona rural, los desarrollos en suelos de expansión urbana, centros poblados y propender por el respeto a la estructura ecológica y demás elementos ambientales, así como garantizar la implementación de los acuerdos relacionados con las piezas rurales y áreas de expansión del borde norte de Bogotá y demás temas expuestos en el acta final.

 

Artículo 4°. Las modificaciones posteriores que se introduzcan al proyecto de modificación del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá, D. C., así como la cartografía y el proyecto de acuerdo del POT referentes a los temas ambientales concertados en el Acta de Concertación Final, deberán ser puestas a consideración de la CAR antes de la sanción del respectivo acuerdo, o la expedición del decreto correspondiente.

 
Artículo 5°. El Distrito Capital de Bogotá, deberá garantizar que con anterioridad al desarrollo urbanístico y la construcción de edificaciones en los suelos de expansión, centros poblados rurales, se formulen y adopten los respectivos planes parciales y Unidades de Planificación Rural (UPR), previa concertación con la Corporación conforme a la norma​tividad vigente, para lo cual deberán contar con disponibilidad y prestación efectiva de los servicios de acueducto y alcantarillado, así como hacer exigible el tratamiento y manejo de los residuos líquidos y sólidos en términos de cobertura, calidad y permanencia.

 

Artículo 6°. La Administración Distrital deberá priorizar en la implementación del Programa de Ejecución del Plan de Ordenamiento Territorial, los proyectos de responsabilidad del Distrito, relacionados con la disponibilidad y prestación de servicios públicos domiciliarios, las obras de saneamiento básico, la gestión integral del riesgo, las acciones para atender amenazas naturales y aquellas relacionadas con mitigación y adaptación al cambio climático, además de hacer efectivas las áreas de espacio público y demás proyectos relacionados con los asuntos ambientales.

 

Artículo 7°. El Distrito Capital de Bogotá, deberá garantizar la inclusión de los indicadores de seguimiento y control al Plan de Ordenamiento Territorial, y aquellos que permitan determinar la evolución de los asuntos relacionados con el ordenamiento distrital, en especial sobre temas ambientales, saneamiento básico, espacio público, y recuperación y preservación de áreas estratégicas.

 

Es responsabilidad del Distrito incluir las apropiaciones presupuestales para atender los compromisos del POT en el corto y mediano plazo para el seguimiento y control respectivo; en tal sentido, la administración distrital presentará a la CAR los avances sobre el cumplimiento de los compromisos objeto de concertación de los asuntos ambientales del proyecto de modificación del Plan de Ordenamiento Territorial.

 

Artículo 8°. La presente resolución modifica parcialmente y complementa la Resolución CAR número 1869 de 1999, “por la cual se declara concluido el proceso de concertación del Plan de Ordenamiento Territorial de Santa Fe de Bogotá” y el “Acta de Concertación del proyecto de revisión del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá, D. C. del 25 de agosto de 2003”, las cuales conservarán su vigencia en los aspectos no modificados.”

A continuación se transcriben los asuntos concertados en relación con las consideraciones generales, y se anuncian los asuntos relacionados con las consideraciones específicas del Acta de Concertación del 31 de octubre de 2012:
“(…)

1. ASUNTOS CONCERTADOS EN RELACION CON LAS CONSIDERACIONES GENERALES

1°.  Suelo rural y de expansión urbana, teniendo en cuenta el tipo de modificación que se tramita. La única excepción es una aclaración a la política de dotación de servicios públicos, concretamente en el numeral 6 del artículo12,  aclaración realizada con el fin de incluir como parte de dicha política las soluciones orientadas a la eliminación del vertimiento de aguas servidas en los cauces naturales y canales del sistema hídrico.

2º.  En relación con los aspectos regionales la modificación se limitará al tema de conexión y sistema de integración de transporte con la región.

3º.   Las normas sobre Estructura Ecológica Principal serán incluidas en el componente general, en lugar de estar fragmentadas entre Estructura Ecológica Principal Urbana y Rural, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 12º de la Ley 388 de 1997, particularmente los numerales 1.3, Encabezado del numeral 2.1; 2.2. y 2.3, y al Decreto 879 de 1998.

Se mantendrá la estrategia de ordenamiento territorial contenida en el artículo 16 del Decreto 190 de 2004 y las tres estructuras que la conforman; la estructura ecológica principal, la funcional y de servicios y la socio-económica y espacial. Más adelante se señalan en detalle los acuerdos en relación con la estructura ecológica principal.

Más allá de los argumentos jurídicos relacionados con la distribución de competencias entre la CAR y la Secretaría Distrital de Ambiente, se acepta que la Estructura Ecológica Principal está conformada por elementos naturales que requieren un tratamiento especial de carácter sistémico, independientemente si estos se encuentran en suelo urbano o rural o si pertenecen al nivel distrital, regional o nacional. Por lo tanto, su inclusión en el componente general del plan garantiza una visión integral y su prevalencia sobre los demás aspectos de ordenamiento del territorio.

4º. El Distrito Capital elaborará una “sección autónoma” que puede ser un título o un capítulo, en la que se agrupen los distintos asuntos relacionados con la gestión del riesgo y las estrategias ante el cambio climático, con el fin de que haya coherencia entre los motivos de la modificación justificados técnicamente y el contenido de la modificación y se respete la estructura del POT vigente. En el proyecto de Acuerdo de la modificación del POT, se incluye un capítulo denominado Gestión de Riesgos y Cambio Climático en el componente general del POT.

Se señaló que en los temas de amenaza para el suelo rural se incorporarán para suelo rural los resultados provenientes del POMCA del río Bogotá y del río Blanco hasta tanto se tengan estudios específicos de riesgo en escalas apropiadas para el suelo rural. 

5º. Con respecto a la inclusión del sistema integrado de transporte público como motivo de modificación y la inclusión en particular del tren de cercanías los representantes del Distrito Capital manifestaron que el proyecto de tren de cercanías ha sido incorporado en el componente urbano de la modificación excepcional y que no se avanza más al respecto puesto que las precisiones pertinentes deben ser concertadas con la Gobernación de Cundinamarca.

6º. 
El área de la Reserva Forestal del Norte “Thomas Van Der Hammen” declarada por el Consejo Directivo de la CAR mediante Acuerdo No. 11 de julio 19 de 2011 se clasifica como suelo  rural y de protección y hace parte de la estructura ecológica principal.

      La Corporación aclara que, de todas maneras, esa decisión ya hace parte de las disposiciones del POT vigente, particularmente el parágrafo del  artículo 75 del decreto 190 de 2004,  que establece que “Todas las áreas de la Estructura Ecológica Principal en cualquiera de sus componentes constituyen suelo de protección con excepción de los Corredores Ecológicos Viales que se rigen por las normas del sistema de movilidad” 

7º.  No se  incluirán en esta modificación excepcional disposiciones derivadas de la Resolución No. 463 de 2005 del Ministerio de Ambiente, vivienda y desarrollo territorial por medio de la cual se redelimita la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá, se adopta su zonificación y reglamentación de usos y se establecen las determinantes para el ordenamiento y manejo de los Cerros Orientales de Bogotá que impliquen  cambios en la clasificación del suelo o el régimen de usos de la reserva. Estas decisiones solo podrán ser incorporadas en el POT cuando se adopte una decisión definitiva por parte del Consejo de Estado dentro del trámite de la acción popular Numero 2005-00662.

En relación con este asunto, se acuerda una modificación al artículo 147 - Perímetros del POT vigente, en la forma que se señala en el artículo 28 Perímetros del proyecto de modificación del POT revisado, y el ajuste relacionado con los parágrafos de ese mismo artículo referentes a la situación de los barrios legalizados dentro de la mencionada reserva. 

Adicionalmente, se acordó complementar el parágrafo 1º del mencionado artículo 28, conforme a lo solicitado por el Distrito y la CAR al Consejo de Estado mediante radicado 2-2012-48816 de Octubre 10 de 2012.  

8º. En relación con la disposición de escombros se acordó: que los escombros  en adelante se denominarán residuos de construcción y demolición y que su gestión y manejo, hará parte del Sistema general para la gestión  y manejo integral de residuos, específicamente del subsistema para el manejo integral de residuos sólidos y peligrosos.

El  Distrito con el fin de fortalecer  las políticas ambientales y la política de dotación de servicios públicos domiciliarios, definidas en el artículo 4 y 12 del POT vigente, respectivamente,  se propone implementar acciones de reciclaje de residuos sólidos, entre ellos los  de construcción y demolición,  implementando medidas de separación en la fuente, que permitan reducir la cantidad de residuos que se requiere disponer  y  minimizar los impactos ambientales que ello genera y además integrar el manejo de estos residuos como parte de alternativas de generación de ingresos formales a la población mas vulnerable de la ciudad.

En tal sentido, se incluye el sistema de residuos de construcción y demolición- RCD, como parte integral del  Sistema general para la gestión y Manejo Integral de residuos sólidos y peligrosos, que a su vez hace  parte, del sistema  de servicios públicos. Se incorpora lo siguiente en el Subcapítulo 2, sección 2  del artículo 196:

· Lineamientos para la localización  de las áreas potenciales para el tratamiento, aprovechamiento y/o disposición final de RCD.

· Se establecen los criterios para la localización de sitios para el tratamiento y/o aprovechamiento y disposición  de escombros. 

· Se identifican cuatro áreas potenciales para el aprovechamiento y/o disposición, cuya operación estará sometida a concepto previo de la autoridad ambiental y se determinan las condiciones para   la  localización  y operación de nuevos sitios potenciales para  manejo de estos residuos.

· Se establecen las condiciones generales para la localización,  funcionamiento y operación de los sitios de aprovechamiento y disposición de RDC, en coherencia  con la normativa vigente y contarán con los sistemas necesarios para el manejo de los impactos derivados de su operación, y las condiciones en las que es posible  disponer  RCD en zonas  afectadas por la actividad minera., según los parámetros técnicos y ambientales y operacionales de movilidad, que deberán seguir los operadores

De todas maneras la CAR deja constancia de la necesidad de que a partir de la determinación que se realiza en el DTS de la capacidad de cada uno de los sitios de disposición de escombros establezca las directrices para adelantar los estudios necesarios para el establecimiento de sitios adicionales que permitan disponer en forma suficiente los escombros producidos en la ciudad, con el fin de evitar la afectación de zonas rurales con valor ambiental o agrológico. 

9º. Los acuerdos en relación con una eventual expansión del relleno sanitario Doña Juana y la delimitación y clasificación del suelo en esta área, se consignan  en el siguiente capítulo sobre temas tratado en las mesas específicas, particularmente en el numeral sobre Disposición final de residuos sólidos - Relleno de Doña Juana.”
2. ASUNTOS  CONCERTADOS EN RELACION CON LAS CONSIDERACIONES ESPECÍFICAS 

2.1 DETERMINANTES DE SUPERIOR JERARQUIÍA: MARCO ESTRATEGICO DE CUENCA HIDROGRAFICA - Entorno de cuenca y subcuenca y planes de ordenación y manejo de cuencas POMCA

2.2. ÁREA DE RESERVA FORESTAL PROTECTORA – PRODUCTORA DE LA CUENCA ALTA DEL RIO BOGOTÁ. Como determinante de superior jerarquía  de obligatorio cumplimiento en la modificación excepcional de normas urbanísticas. 
2.3. MODIFICACIONES RELACIONADAS CON LA ESCTRUCTURA ECOLÓGICA PRINCIPAL

2.3.1 ELEMENTOS DEL SUELO DE PROTECCIÓN RELACIONADO CON LA ESTRUCTURA ECOLÓGICA PRINCIPAL.

2.3.2 DECISIONES RESPECTO A COMPONENTES ESPECÍFICOS DE LA ESTRUCTURA ECOLÓGICA PRINCIPAL Y SU ARTICULACIÓN CON LA ESTRUCTURA ECOLÓGICA REGIONAL 

2.3.3.  MODIFICACIONES RELACIONADAS CON AMENAZAS Y RIESGOS
2.4 MODIFICACIONES AL  COMPONENTE RURAL

2.4.1GENERALES.
2.4.2 SERVICIOS PÚBLICOS – ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y MANEJO DE AGUAS LLUVIAS 
2.4.3 MANEJO INTEGRAL DE RESIDUOS SÓLIDOS EN LAS ÁREAS RURALES 
2.4.4 ÁREAS DE DESARROLLO RESTRINGIDO EN SUELO RURAL, UNIDADES DE PLANEAMIENTO RURAL Y USOS DEL SUELO
2.4. 5. ÁREAS SUSCEPTIBLES DE ACTIVIDADES MINERAS

2.5CLASIFICACION Y USOS DEL SUELO DE LA ZONA NORTE DE LA CIUDAD.

2.5.1 USOS EN EL ÁREA DE PROTECCIÓN 1 (AP-1) ESTABLECIDA POR LA RESOLUCIÓN 475 DE 2000

2.5.2 MALLA VIAL EN LA ZONA NORTE DE LA CIUDAD: 

2.5.3 ACLARACIONES A LA CLASIFICACION DEL SUELO DEL NORTE

2.5.4  CLASIFICACIÓN DEL SUELO DE MUDELA DEL RÍO

2.5.5 INCORPORACIÓN PARA USOS URBANOS DEL SECTOR DENOMINADO ARRAYANES UBICADO EN LA RESERVA FORESTAL PROTECTORA THOMAS VAN DER HAMMEN.

2.6 LAS VÍAS DE CONECTIVIDAD REGIONAL Y LAS ZONAS DE MANEJO Y PRESERVACIÓN AMBIENTAL DEL RÍO BOGOTÁ.
2.7 CLASIFICACIÓN DEL ASENTAMIENTO EL BOSQUE KM. 11

3. CARTOGRAFÍA
3.6 Estructura del Proyecto de Acuerdo

La estructura que conforma la modificación excepcional de normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C., se definió en cumplimiento de los artículos 12, 13, 14 y 15 de la Ley 388 de 1997:

La estructura descrita del proyecto de Acuerdo, mantiene los objetivos y estrategias adoptados en el componente general del Plan. En este sentido, la modificación excepcional de normas urbanísticas asegura la consecución de los siguientes objetivos:

a. Planear el ordenamiento territorial del Distrito Capital en un horizonte de largo plazo;

b. Pasar de un modelo cerrado a un modelo abierto de ordenamiento territorial; 

c. Vincular la planeación del Distrito Capital al Sistema de Planeación Regional;

d. Controlar los procesos de expansión urbana en Bogotá y su periferia como soporte al proceso de desconcentración urbana y desarrollo sostenible del territorio rural;

e. Avanzar a un modelo de ciudad región diversificado, con un centro especializado en servicios; 

f. Reconocimiento de la interdependencia del sistema urbano y el territorio rural regional y de la construcción de la noción de hábitat en la región; 

g. Desarrollo de instrumentos de planeación, gestión urbanística y de regulación del mercado de suelo para la región;

h. Equilibrio y equidad territorial para el beneficio social;

Así mismo, con el proyecto de Acuerdo se promueve la ejecución de las políticas generales planteadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, éstas son:

a. Política sobre uso y ocupación del suelo urbano y de expansión;

b. Política ambiental

c. Política de Hábitat y Seguridad Humana;

d. Política de Movilidad;

e. Política de dotación de equipamientos;

f. Política de dotación de servicios públicos domiciliarios;

g. Política sobre recuperación y manejo del espacio público;

h. Política de información para la planeación y el ordenamiento;

i. Política para el área rural

En el mismo orden de ideas, en el proyecto de Acuerdo se promueve la estrategia de ordenamiento formulada en el Decreto Distrital 190 de 2004, que se sustenta a partir de los siguientes temas:
a. Principios básicos;

b. La estructura ecológica principal;

c. La estructura funcional y de servicios;

d. Sistema de movilidad;

e. Sistema de equipamientos;

f. Sistema de espacio público construido;

g. Sistemas generales de servicios públicos;
h. La estructura socio-económica y espacial;

i. Las operaciones estratégicas;

j. La estructura del territorio rural

Los títulos previstos en la estructura del proyecto de Acuerdo, se sustentan a partir de las siguientes consideraciones:

· El TÍTULO I Componente General- CAPÍTULO IV “Clasificación del suelo” del proyecto de Acuerdo, cumple con lo previsto por el artículo 15 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 1° de la Ley 902 de 2004, al consagrar normas urbanísticas de carácter estructural que de acuerdo con la Ley, pueden ser modificadas excepcionalmente, por ser: 1.1 “Las que clasifican y delimitan los suelos, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo IV de esta Ley”.
De acuerdo con lo anterior, en el proyecto de Acuerdo se incorporan áreas al suelo de protección y se reconfigura el perímetro urbano de la ciudad. En lo que respecta a las áreas de protección, se incluyen entre otros aspectos, las determinantes de ordenamiento del suelo rural contenidas en el Decreto Nacional 3600 de 2007.
· El TÍTULO I Componente General- CAPÍTULO V “Estructura ecológica principal” del proyecto de Acuerdo, cumple con lo previsto por los artículos 2°; 79; 80; 95, numeral 8 y 334 de la Constitución Política. A la vez, con lo dispuesto en los artículos 1°, numeral 1.5 de la Ley 902 de 2004 y 24 de la Ley 388 de 1997.
En efecto, en el capítulo referido a la estructura ecológica principal, la administración distrital en concertación con la Corporación Autónoma de Cundinamarca-CAR-, implementó modificaciones a las normas urbanísticas para dar cumplimiento efectivo a la estrategia de ordenamiento del Distrito Capital.

A partir de consideraciones y motivaciones técnicas, las normas concernientes al medio ambiente y a la definición de áreas de protección y conservación de los recursos naturales fueron ajustadas. Lo anterior bajo el precepto constitucional que ordena al Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, y que debe ser interpretado de manera extensiva en la aplicación del artículo 1°, numeral 1.5 de la Ley 902 de 2004: “Los que definan las áreas de protección y conservación de los recursos naturales y paisajísticos, las que delimitan zonas de riesgo y en general, todas las que conciernen al medio ambiente, las cuales en ningún caso, salvo en el de la revisión del plan, serán objeto de modificación”, pues es necesario comprender  que elementos revestidos de tanta importancia por la Constitución Política, puedan ser ajustados en la modificación excepcional del Plan por las autoridades competentes,  para cumplir en mayor medida con la obligación del Estado. 
Lo anterior significa, que al hacer una interpretación integral y sistemática de la norma en materia del medio ambiente, la administración debe atender el plazo de la revisión de los planes de ordenamiento territorial para extraer o limitar elementos o disposiciones relacionadas con la estructura ecológica principal, pero no cuando se pretende dar coherencia a la estrategia de ordenamiento y mayor protección a ámbitos con características específicas que requieren ser atendidos con medidas especiales. En este sentido, la modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial, se convierte en herramienta indispensable para extender y promover con mayor efectividad  los asuntos relacionados con el medio ambiente.
Bajo la consideración anterior, la administración distrital y la Corporación Autónoma de Cundinamarca-CAR, formularon la modificación de las normas urbanísticas relativas a la estructura ecológica principal, con el fin de preservar los recursos naturales y promover la calidad de vida de los habitantes de Bogotá D.C.
· El TÍTULO I Componente General- CAPÍTULO VI. “Gestión de riesgos y cambio climático” del proyecto de Acuerdo, cumple con lo previsto por los artículos 2°; 79; 80; 95, numerales 2 y 8,  y 334 de la Constitución Política. A la vez, con lo dispuesto en los artículos 1°, numeral 1.5 de la Ley 902 de 2004, 10 de la Ley 388 de1997 y  40 de la Ley 1523 de 2012.

Como consecuencia de los fenómenos climáticos y siniestros ocurridos entre los años 2011 y 2012 por causas de desbordamientos por inundaciones y remociones en masa, la administración distrital y la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, en cumplimiento de la Ley 1523 de 2012, determinaron nuevas disposiciones y medidas de prevención con respecto al riesgo y al cambio climático.

En esta materia relacionada a la vez con asuntos ambientales, la interpretación del artículo 1°, numeral 1.5 de la Ley 902 de 2004 debe ser integral y sistemática, y por tanto ajustada  al deber de actuar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas.

Adicionalmente, la interpretación del artículo citado de la Ley 388 de 1997, debe atender a lo previsto por el artículo 40  de la Ley 1523 de 2012, según el cual: “ Los distritos, áreas metropolitanas y municipios en un plazo no mayor a un (1) año, posterior a la fecha en que se sancione la presente ley, deberán incorporar en sus respectivos planes de desarrollo y de ordenamiento territorial las consideraciones sobre desarrollo seguro y sostenible derivadas de la gestión del riesgo, y por consiguiente, los programas y proyectos prioritarios para estos fines, de conformidad con los principios de la presente ley. (…)”.
Por lo anterior el proyecto de Acuerdo cumple con las disposiciones constitucionales y legales y pretende dar cumplimiento además a los objetivos y políticas del componente general del Plan, en especial a las consagradas en los artículos 1°, numeral 8°; 4°, numeral 2°; 7° y 9° del Decreto Distrital 190 de 2004.

· TÍTULO I. Componente General- CAPÍTULO VII. “Patrimonio cultural en el distrito capital” del proyecto de Acuerdo, cumple con lo previsto por los artículos 1°, numeral 1.2 de la Ley 902 de 2004, y 10 de la Ley 388 de 1997.
Con la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial, se pretende brindar mayor relevancia a los asuntos relacionados con el patrimonio cultural  del Distrito Capital. Bajo esta consideración y atendiendo los parámetros fijados por el artículo 10 de la Ley 388 de 1997, las normas concebidas por el Decreto Distrital 190 de 2004, fueron incorporadas en el texto como determinantes a ser observados en la toma de decisiones de ordenamiento.
A vez, se encuentra que es factible modificar este tipo de normas estructurales que de acuerdo con lo previsto por el artículo 1° de la Ley 902 de 2004, establece lo siguiente:

“1. Normas urbanísticas estructurales

(…)

1.2 Las que establecen áreas y definen actuaciones y tratamientos urbanísticos relacionadas con la conservación y el manejo de centros urbanos e históricos; las que reservan áreas para la construcción de redes primarias de infraestructura a vial y de servicios públicos, las que reservan espacios libres para parques y zonas verdes de escala urbana y zonal y, en general, todas las que se refieran al espacio público vinculado al nivel de planificación de largo plazo.”
· TÍTULO II. Componente Urbano. Las normas urbanísticas que se modifican y sintetizan en este apartado del Acuerdo, pretenden cumplir como se ha establecido a lo largo del presente documento, las políticas, estrategias y objetivos del Plan de Ordenamiento Territorial, y en este sentido son acordes con lo dispuesto por el artículo 1° de la Ley 902 de 2004.
Así, las disposiciones contenidas en el componente urbano pretenden por una parte, promover la consolidación de una ciudad compacta con el fin de reducir la presión de urbanización sobre los bordes urbanos, áreas de alta importancia ecosistémica y zonas en condiciones de riesgo, mediante la definición de acciones urbanísticas que promuevan procesos de redensificación en áreas centrales, mezcla de usos y cualificación del espacio urbano, en coherencia con la implementación del sistema integrado de transporte y con la programación de intervenciones sobre la Estructura Funcional y de Servicios.
Por otra parte, buscan visibilizar los valores ambientales y paisajísticos de los componentes de la Estructura Ecológica Principal y el Sistema de Espacio Público, mediante el aumento de las posibilidades de aprovechamiento urbanístico de su entorno.

Así mismo, procuran revertir los patrones de segregación socio espacial y de género, mediante la oferta de vivienda para población de bajos ingresos, en condiciones óptimas de localización que promueven la mezcla de usos y la interacción social.

Se pretende también articular la gestión pública con iniciativas privadas a través de actuaciones urbanas, para que en áreas determinadas de la Estructura Socio Económica y Espacial, se fortalezcan y cualifiquen las dinámicas económicas existentes y se priorice la localización de equipamientos necesarios para la comunidad.

· TÍTULO III. Componente Rural. Las normas urbanísticas que se modifican y sintetizan en este apartado del Acuerdo, pretenden cumplir como se ha establecido a lo largo del presente documento, las políticas, estrategias y objetivos del Plan de Ordenamiento Territorial, y en este sentido son acordes con lo dispuesto por el artículo 1° de la Ley 902 de 2004.
Así, las disposiciones contenidas en el componente rural pretenden consolidar las áreas que constituyen patrimonio ecológico y ambiental, a través de la gestión eficiente de instrumentos y mecanismos que permitan su conservación para aumentar la seguridad territorial de la ciudad.
A la vez, dotar al territorio rural de la infraestructura y los servicios que se requieren para garantizar efectivamente los derechos de las poblaciones rurales. En congruencia con la potencialización de la economía campesina y rural a partir del reconocimiento de la vocación ambiental y agropecuaria del territorio.

Del mismo modo, el fortalecimiento de la conectividad ecológica, de comunicaciones y movilidad, que impide la expansión urbana. En congruencia con la implantación de equipamientos públicos en el territorio rural.
Adicionalmente, se toma como base de planificación rural, la unidad geográfica de cuenca, cerro, planicie, para asegurar una concepción integral y sistémica del uso del territorio.

En el mismo sentido, se implementan instrumentos de gestión para el suelo rural y se incorporan en los instrumentos de planeación, las directrices del Sistema Agropecuario Distrital SISADI, especialmente en lo referente al ordenamiento predial ambienta.

A su vez, se pretende fortalecer la conectividad y el disfrute de las TICs en el suelo rural como mecanismos para generar productividad, capacitación, conectividad urbana y rural, y protección de valores culturales.

TÍTULO IV. Instrumentos de Planeación, Gestión y Financiación. Con la modificación de las normas urbanísticas se pretende financiar las infraestructuras urbanas de soporte necesarias para el desarrollo urbano, la definición de cargas urbanísticas y la concreción de instrumentos de financiación a los beneficios económicos generados por las decisiones de ordenamiento. En especial, para que los procesos de renovación y consolidación estén acompañados de actuaciones que cualifiquen el espacio urbano y de medidas que contribuyan a la regulación del mercado del suelo.

· TÍTULO V.  Programas del plan de ordenamiento territorial. En la medida en que algunas normas urbanísticas del componente general y urbano del Plan de Ordenamiento Territorial se modifican, las disposiciones del presente título se adaptan a las nuevas previsiones y por tanto a  los objetivos y estrategias del Decreto Distrital 190 de 2004. Así las cosas, los programas estructurantes del Decreto Distrital 190 de 2004, se amplían para cumplir en mayor medida los parámetros fijados por la apuesta de ordenamiento territorial.
· TÍTULO VI.  Mecanismos de evaluación y seguimiento al plan de ordenamiento territorial. Este título debe entenderse en el mismo sentido que el anterior. Es decir, se adapta a las nuevas previsiones y reemplaza a lo previsto por los artículos 58 y 59 del Decreto Distrital 190 de 2004. 
4. RESULTADO DEL PROCESO DE MODIFICACIÓN EXCEPCIONAL DE LAS NORMAS URBANÍSTICAS DEL PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL
De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 17 del Decreto Nacional 879 de 1998 y el artículo 9 del Decreto Nacional 4002 de 2004, el resultado del proceso de modificación excepcional del Plan de Ordenamiento Territorial se consigna en el proyecto de Acuerdo y en los respectivos planos; en el documento técnico de soporte; en la memoria justificativa o documento resumen, y en el documento de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos respecto de los objetivos planteados en el Plan de Ordenamiento Territorial vigente. 
5. ALCANCE DEL PROYECTO DE ACUERDO.
Por todo lo expuesto, con la aprobación de la modificación excepcional de las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C., se pretende:

· Reforzar la visión de ciudad compacta del Plan de Ordenamiento Territorial, incentivando mejores condiciones de vida de los ciudadanos mediante mecanismos que generan los soportes urbanos necesarios para este fin.  

· Estimular los procesos de redensificación permitiendo mayores alturas y metros cuadrados construidos en áreas centrales de la ciudad y en zonas con alta presencia de actividades económicas que cuentan con buenas condiciones de accesibilidad, promoviendo el equilibrio de la densidad en el territorio.

· Responder a las consecuencias del cambio climático y del riesgo ambiental, reduciendo la vulnerabilidad territorial de la ciudad frente a nuevas condiciones de amenaza, mediante la incorporación de medidas de adaptación y mitigación que incidan en la protección de la vida y en la funcionalidad ambiental del territorio.

· Articular las decisiones de ordenamiento territorial a las de transporte público, proponiendo la densificación a lo largo de los corredores de las líneas del metro y Transmilenio, la adecuada mezcla de usos y el acceso a servicios urbanos.

· Incentivar la oferta y facilitar el acceso a vivienda de interés prioritario en las zonas centrales de la ciudad, que en combinación con la mezcla de usos, el acceso a transporte y servicios urbanos, garantiza mejor calidad de vida a las familias de menores ingresos.

· Incluir las determinantes de ordenamiento del suelo rural para propiciar la superación de conflictos de la tenencia de la tierra y los usos del suelo en este ámbito de la ciudad.

· Simplificar las reglas con las cuales se construye la ciudad: La estrategia  de ordenamiento territorial toma decisiones generales que la norma urbana de carácter estructural concreta a través de reglas simplificadas sobre usos, alturas, volumetrías (forma de las edificaciones) y obligaciones urbanísticas (contraprestación de los constructores con la ciudad en vías, espacio público, vivienda para los más pobres, equipamientos) y define mecanismos y criterios claros para la toma de decisiones a escala local.

6. INCORPORACIÓN DE NORMAS QUE SIGUEN VIGENTES DEL DECRETO 190 DE 2004.
En razón de la técnica, simplicidad y eficacia jurídica, el presente proyecto de Acuerdo contiene una compilación de los artículos que representan la base o el sustento del plan de ordenamiento territorial, entendido como los objetivos y estrategias contenidos en el componente general; así como las disposiciones que modifican o derogan los artículos del Decreto Distrital 619 de 2000, revisado por el Decreto Distrital 469 de 2003 y compilado por el Decreto Distrital 190 de 2004.
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� Los artículos del Subtítulo 8 “Ámbito de aplicación, vigencias y documentos del plan de ordenamiento territorial” del Decreto Distrital 190 de 2004, no hacen alusión explícita a la modificación excepcional de normas urbanísticas que contemplan la Ley 902 de 2004 y el Decreto Nacional 4002 de 2004.  Sin embargo, el artículo 153 del citado decreto señala lo siguiente: “La revisión del Plan de Ordenamiento Territorial, la de alguno de sus componentes, o la de cualquiera de las decisiones contenidas en él, deberá sujetarse al siguiente procedimiento: 





Las revisiones al Plan de Ordenamiento Territorial originadas en la necesidad de ajustar sus normas a las políticas o estrategias en él mismo contenidas, o para asegurar la aplicabilidad de sus normas y determinaciones por vacíos o falta de previsiones no subsanables por vía de interpretación auténtica o doctrinal, se podrán realizar por iniciativa del Alcalde Mayor del Distrito Capital. Las revisiones originadas en el cambio de políticas o estrategias, sólo podrán adoptarse al término de vigencia del respectivo componente, conforme a lo establecido en los artículos 97, 98, 99 del presente plan y según los criterios definidos para tal efecto en los numerales 1, 2 y 3 del Artículo 28 de la Ley 388 de 1997.” (Subrayas fuera del texto original).





Del texto resaltado se desprende que aún cuando el Decreto Distrital 190 de 2004, no se refiere de manera específica a la modificación excepcional de normas urbanística, esta actuación está comprendida en el concepto general de “revisión del plan de ordenamiento territorial”, la cual se asemeja como a lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 902 de 2004 y en el artículo 6º del Decreto Nacional 4002 de 2004. 
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